 ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
RADICACIÓN: 66001 31 87 0¨01 2019 00067 01
 ACCIONANTE: MARIA NELY HENAO MUÑOZ
ACCIONADAS: REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL Y OTRO
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / PERSONALIDAD JURÍDICA / DERECHO A ACCEDER A LA CÉDULA DE CIUDADANÍA / CANCELACIÓN DE UN SEGUNDO REGISTRO CIVIL DE NACIMIENTO.
Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico.  La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. (…)
Sobre la importancia del registro civil de nacimiento y de la cédula de ciudadanía en el ejercicio de derechos fundamentales, la Corte Constitucional señaló en primer lugar, que con la cédula de ciudadanía se acredita la personalidad de su titular en todos los actos jurídicos o situaciones donde se le exige la prueba de tal calidad.
… en lo que respecta al  derecho al debido proceso administrativo y su incidencia en las actuaciones de la Registraduría Nacional del Estado Civil… la Corte Constitucional señaló que :

“5.1. La jurisprudencia constitucional ha señalado, con fundamento en el artículo 29 de la Constitución Política, que el derecho fundamental al debido proceso no se limita a las actuaciones judiciales, sino que también se hace extensivo a las actuaciones que adelanta la Administración. En ese sentido, se ha definido el debido proceso como “el que se cumple con arreglo a los procedimientos previamente diseñados para preservar las garantías que protegen los derechos de quienes están involucrados en la respectiva relación o situación jurídica, cuando quiera que la autoridad judicial o administrativa deba aplicar la ley en el juzgamiento de un hecho o una conducta concreta, lo cual conduzca a la creación, modificación o extinción de un derecho o la imposición de una obligación o sanción”.

… la acción de tutela es procedente para proteger el derecho fundamental a la personalidad jurídica en los eventos en que una persona no puede acceder a la cédula de ciudadanía, ya que la falta de este documento generar consecuencias, como el caso en concreto de la actora, quien manifestó, aun cuando no aportó elementos materiales al respecto, su imposibilidad de acceder a los servicios en salud al no poder presentar su cédula de ciudadanía. (…)
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintidós (22) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No. 1068 
Hora: 10:20 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora María Nely Henao Muñoz en contra del fallo proferido el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira por considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. La señora María Neli Henao Muñoz informó que el 20 de julio de 2018 extravió su cédula de ciudadanía No. 24.763.177, por lo que se dirigió a la Registraduría Nacional del Estado Civil Especial de la ciudad de Pereira con el ánimo de obtener una copia de ese documento, pero allí le manifestaron que no era posible, toda vez que existían varios registros civiles de nacimiento a su nombre, situación que según la actora, le ha generado inconvenientes para recibir la atención en salud, por cuanto no ha podido identificarse para tal fin.
El 8 de marzo del año 2019, la accionante radicó una solicitud ante la Registraduría Nacional del Estado Civil Especial de la ciudad de Pereira tendiente a que se le expidiera un copia de su cédula de ciudadanía y el 18 de marzo siguiente, dicha entidad le informó sobre la existencia de tres registros civiles de nacimiento a su nombre y por lo tanto, la requirió para que allegara las copias de los mismos de las Notarías 1ª  y 2ª  del  municipio de Sevilla, Valle del Cauca, o que aportara de la Registraduría de esa localidad una certificación sobre la existencia de los múltiples registros civiles de nacimiento a su nombre.

El 9 de abril de 2019, la accionante radicó en la Registraduría Nacional del Estado Civil Especial de la ciudad de Pereira un nuevo derecho de petición, mediante el cual aportó una constancia del Registrador del Estado Civil del Valle del Cauca que dice: “Revisados los archivos físicos de esta oficina, donde reposan el protocolo de las dos notarías de este municipio, solo se encontró UN REGISTRO CIVIL A NOMBRE DE LA SEÑORA MARÍA NELI HENAO MUÑOZ, asentado en el tomo 51 folio 286 fecha 06 de octubre de 1962 del archivo de la Notaría Primeria de este municipio”.

La Registraduría Nacional del Estado Civil de Pereira dio respuesta a la accionante solicitando que aportara la certificación mencionada anteriormente, toda vez que con su solicitud del 9 de abril de 2019 no lo había hecho, pero  el 23 de abril siguiente, si la adjuntó.

El 13 de mayo del año 2019, la accionante recibió como respuesta de la Registraduría Nacional del Estado Civil de Pereira que se había dado traslado de su petición a la oficina del Servicio Nacional de Inscripción de Registro Civil en la ciudad de Bogotá con el fin de que se realizara el “borrado lógico” del Registro Civil en el sistema para que solo quedara figurando el serial asentado en el tomo 51 folio 286 del 6 de octubre del año 1962 de la Notaría 1ª de Sevilla Valle del Cauca. En tal virtud, la actora consideró que la Registraduría Nacional del Estado Civil no había resuelto de fondo su solicitud. 
La actora solicitó: i) tutelar su derecho fundamental de petición vulnerado por el Servicio Nacional de Inscripción de Registro Civil de la Registraduría Nacional del Estado Civil de Bogotá y ii) ordenar Servicio Nacional de Inscripción de Registro Civil de la Registraduría Nacional del Estado Civil de Bogotá que en el término dispuesto por el Despacho y teniendo en cuenta su estado de salud, resuelva de fondo su petición del 9 de abril de 2019 y complementado el 23 de abril siguiente, en aras de que sea realizado el “borrado lógico” del registro civil en el sistema para que solo quede figurando el serial asentado en el tomo 51 folio 286 del 06/01/1962 de la Notaría 1ª de Sevilla, Valle del Cauca, y así se proceda a la expedición de su documento de identidad.
Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela, visibles en los folios (Fls. 6-18).
2.2. Mediante auto del 19 de septiembre de 2019, el juzgado de primer grado avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y ordenó correr traslado del auto admisorio de la misma a la Registraduría Nacional del Estado Civil con sedes en Bogotá y en Pereira, así como al Servicio Nacional de Inscripción del Registro Civil (Fl. 20).

3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA 

3.1. REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL DE BOGOTÁ
Indicó que se consultó la base de datos Sistema de Información de Registro Civil SIRC, el que informó que a nombre de la señora “María Neli Henao Muñoz” se encuentra el registro civil de nacimiento de tomo 51 folio 286 con inscripción en la Notaría Primera de Sevilla, Valle del Cauca, el cual es válido.   Así mismo, se encontró un segundo registro civil de nacimiento a nombre de “María Nelly Henao Muñoz” con serial No. 3461365 con inscripción en la Notaría Segunda de Sevilla, Valle del Cauca, el cual es igualmente válido.

Explicó que analizados ambos registros del tomo 51 folio 286 y el serial No. 3461365, se puede evidenciar que contienen datos diferentes en cuanto a la fecha de nacimiento de la inscrita.  Por lo tanto, tratándose de la misma persona y existiendo dos registros civiles de nacimiento de los cuales se presume su legalidad y de no presentar ninguna de las causales de nulidad establecidas en el artículo 104 del Decreto Ley 1260 del año 1970, si se tiene en cuenta que tienen los mismos datos biográficos de la ciudadana, lo procedente es que la  interesada o quien haga su veces de representante legal, acuda a la vía judicial con el fin que se establezca la verdadera fecha de nacimiento de la inscrita, con referencia a las pruebas aportadas, según lo dispuesto en el artículo 22 numeral 2 del CGP y el artículo 89  del Decreto 1260 de 1970 modificado por el Decreto 999 de 1988.
Además, indico que consultado el ANI, la GED y el MTR, bases de datos que permiten conocer el estado de los documentos, se estableció: i) que el 1º de octubre de 1980 en la Registraduría Municipal de Marsella, Risaralda, fue solicitada la cédula de ciudadanía en trámite de “primera vez” a  nombre “MARIA NELLY HENAO DE RUDAS”, documento que fue expedido y asignándose el cupo numérico 24.763.177; ii) el 10 de junio de 1993 en la Registraduría de Marsella, Risaralda, fue solicitado el trámite de “rectificación” a nombre de “MARIA NELI HENAO MUÑOZ” documento que fue expedido y asignándose el cupo numérico 24.763.177 y iii) el 11 de mayo de 2007 en la Registraduría Especial del Pereira, Risaralda, fue expedido y asignándose el cupo numérico 24.763.177.
Señaló que una vez culmine el proceso indicado por la Coordinación Grupo Jurídico de la Dirección Nacional de Registro Civil y que en la base de datos no se encontró ninguna solicitud “duplicado” de cédula de ciudadanía No. 24.763.177 por consiguiente y para dar una efectiva solución a la especial situación presentada, por lo que solicitó a la actora que se acerque a la Registraduría más cercana a su domicilio, con esta comunicación, 3 fotos 4x5 a color en fondo blanco, ropa oscura, el ciudadano no tiene cabello o es canoso muy blanco, deberán ser tomadas de fondo color azul tenue, para que le sea tomado nuevo material de la cédula de ciudadanía No. 24.763.177 como “duplicado” con costo con reseña “bien tomada”, conservando fecha y lugar de expedición, material que deberá ser enviado con prelación al centro de acopio respectivo para proceder a la expedición del documento a la brevedad posible.

Señaló que debe llevar consignación bancaria de los derechos de trámite en el Banco Popular el cual tiene un costo de $44.400 y que en cada uno de los bancos se encuentra el formato con la información necesario para diligenciar el recibo de pago.  Por lo tanto, una vez lleve a cabo el procedimiento antes mencionado, la Registraduría Nacional del Estado Civil, no tendrá inconveniente alguno para producir la cédula de ciudadanía a nombre de “MARIA NELI HENAO MUÑOZ”.  Dicho procedimiento fue informado a la actora mediante el oficio No. 530 del 25/09/2019 por correo electrónico.
Solicitó negar la presente acción de tutela incoada por la accionante toda vez que en ningún momento la Registraduría Nacional del Estado Civil ha omitido hacer el trámite correspondiente del documento de identificación ni ha vulnerado derecho fundamental alguno (Fls. 24 y 25).
Adjuntó copia de la información que aparece en el sistema de identificación de la accionante y del oficio No. 530 dirigido a la accionante al correo electrónico mdelacruz@defensoria.edu.co  el 25 de septiembre de 2019 (Fl. 26-30).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia  proferida el día 2 de octubre del año 2019 por el Juzgado 1o de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad de Pereira resolvió lo siguiente (Fls. 31-37):

“PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales de Petición, Personalidad Jurídica y Debido Proceso Administrativo de la señora María Neli Henao Muñoz
SEGUNDO: ORDENAR a la Registraduría Nacional Del Estado Civil que en un término de dos días calendario siguientes a la fecha de notificación de este fallo de respuesta de fondo a la solicitud elevada por la accionante única y exclusivamente en lo que tiene que ver con la expedición de su cédula de ciudadanía notificándola puesto que la comunicación presentada en la respuesta de la acción de tutela no ha sido enterada
TERCERO: ORDENAR a la Registraduría Nacional del Estado Civil que dentro de los veinte días siguientes a la notificación de la presente sentencia proceda a anular el registro civil con serial número 3461365 con inscripción de la notaria segunda de Servilla Valle del Cauca y en consecuencia expida la cédula de ciudadanía de la accionante con fundamento en los datos consignados en el registro civil de nacimiento de tomo 51 folio 286 con inscripción en la notaria Primera de Sevilla Valle del Cauca”. (…)”

El 4 de octubre de 2019, la accionante fue notificada personalmente del fallo anterior y junto a su firma consignó que apelaba (Fl. 38).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar, el 4 de octubre de 2019, la señora María Neli Henao Muñoz allegó un escrito en el que indicó que el registro civil con serial número 3461365 con inscripción de la Notaría Segunda de Sevilla, Valle del Cauca, que se consignó en el fallo de tutela fuera anulado no es el correcto, sino el No. 3161365, del cual adjuntó una copia.  Por lo tanto, solicitó que ordenara a la Registraduría Nacional del Estado Civil la anulación del serial número 3161365 (Fls. 39 y 40).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sea lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. 

6.6. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico.  La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. Al respecto, la Corte Constitucional ha propuesto y delimitado unas subreglas que se deben tener en cuenta por los operadores jurídicos al momento de hacer efectivo el derecho fundamental de petición y en tal sentido, en la Sentencia T-377 de 2000 analizó el dicha garantía  y estableció 9 características del mismo
. 

6.7. Sobre la importancia del registro civil de nacimiento y de la cédula de ciudadanía en el ejercicio de derechos fundamentales, la Corte Constitucional señaló en primer lugar, que con la cédula de ciudadanía se acredita la personalidad de su titular en todos los actos jurídicos o situaciones donde se le exige la prueba de tal calidad. Además, en el ámbito nacional, garantiza el reconocimiento de los atributos de la personalidad en ella consignados, por parte de las demás personas y de las instituciones civiles y oficiales con las cuales se relacione directa o indirectamente la persona, así
 : 
 
“La Constitución y la ley han asignado a la cédula de ciudadanía, tres funciones particularmente diferentes pero unidas por una finalidad común, cual es la de identificar a las personas, permitir el ejercicio de sus derechos civiles y asegurar la participación de los ciudadanos en la actividad política que propicia y estimula la democracia.
 Jurídicamente hablando, la identificación constituye la forma como se establece la individualidad de una persona con arreglo a las previsiones normativas. La ley le otorga a la cédula el alcance de prueba de la identificación personal, de donde se infiere que sólo con ella se acredita la personalidad de su titular en todos los actos jurídicos o situaciones donde se le exija la prueba de tal calidad. En estas condiciones, este documento se ha convertido en el medio idóneo e irremplazable para lograr el aludido propósito.
De otra parte, la cédula juega papel importante en el proceso de acreditación de la ciudadanía, que se ejerce por los nacionales a partir de los 18 años y que, en los términos del artículo 99 de la Constitución, es la ‘...condición previa e indispensable para ejercer el derecho de sufragio, para ser elegido y para desempeñar cargos públicos que llevan anexa autoridad o jurisdicción’.

La ciudadanía es pues el presupuesto esencial para el ejercicio de los derechos políticos y éstos, a su vez, se traducen en la facultad de los nacionales para elegir y ser elegidos, tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares, cabildos abiertos, revocatorias de mandatos, constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas, formar parte de ellos libremente y difundir sus ideas y programas, promover acciones de inconstitucionalidad en defensa de la integridad y supremacía de la Constitución y, en fin, desempeñar cargos públicos, etc. (C.P. arts. 40, 99, 103, 107, 241)”.
Pero, además de lo señalado, la cédula de ciudadanía constituye también un medio idóneo para acreditar la "mayoría de edad", o sea, el estado en que se alcanza la capacidad civil total, circunstancia en  que se asume por el legislador que la persona ha logrado la plenitud física y mental que lo habilita para ejercitar válidamente sus derechos y asumir o contraer obligaciones civiles”[22].  (…)
4.4. Ahora bien, en relación con las funciones y características del registro civil de nacimiento, esta Corte estableció lo siguiente en sentencia T-963 de 2001[25]:
“La inscripción en el registro civil, es un procedimiento que sirve para establecer, probar, y publicar todo lo relacionado con el estado civil  de las personas, desde su nacimiento hasta su muerte.
La doctrina ha señalado, que el estado civil es un conjunto de situaciones jurídicas que relacionan a cada persona con la familia de donde proviene, o con la familia que ha formado y con ciertos hechos fundamentales de la misma personalidad.
Igualmente, el decreto 1260 de 1970 artículo 1, señala que el estado civil de una persona es su situación juridica en la familia y la sociedad, determina su capacidad para ejercer derechos y contraer ciertas obligaciones, es indivisible, indisponible e imprescriptible. Por tanto, cada acto o hecho debe ser inscrito en el correspondiente registro”[26].
4.5. Por todo lo anterior, se ha indicado que la cédula de ciudadanía y el registro civil de nacimiento están estrechamente vinculados con la garantía del derecho a la personalidad jurídica. En efecto, el artículo 14 de la Constitución Política establece el derecho que tiene toda persona al reconocimiento de su personalidad jurídica, por lo que ha dicho la Corte que este derecho, además de permitir a la persona natural ser titular de derechos y ser sujeto de obligaciones, comprende ciertos atributos que constituyen su esencia e individualización, tales como, el ejercicio de derechos civiles y políticos, la acreditación de la ciudadanía, la determinación de la identidad personal, el nombre, el domicilio, la nacionalidad, el estado civil, entre otros.  
(…) 4.6. Así entonces, se evidencia la importancia que en nuestro ordenamiento jurídico tienen la cédula de ciudadanía y el registro civil de nacimiento, ya que mediante estos documentos se identifica a las personas, se permite el ejercicio de los derechos civiles y políticos y se inscribe todo lo relacionado con el estado civil de las personas, garantizando de esta manera el derecho a la personalidad jurídica.” (Subrayas fuera del texto original)

  
6.8.  Ahora bien, en lo que respecta al  derecho al debido proceso administrativo y su incidencia en las actuaciones de la Registraduría Nacional del Estado Civil, en esa misma sentencia la Corte Constitucional señaló que
:
 
5.1. La jurisprudencia constitucional ha señalado, con fundamento en el artículo 29 de la Constitución Política, que el derecho fundamental al debido proceso no se limita a las actuaciones judiciales, sino que también se hace extensivo a las actuaciones que adelanta la Administración. En ese sentido, se ha definido el debido proceso como “el que se cumple con arreglo a los procedimientos previamente diseñados para preservar las garantías que protegen los derechos de quienes están involucrados en la respectiva relación o situación jurídica, cuando quiera que la autoridad judicial o administrativa deba aplicar la ley en el juzgamiento de un hecho o una conducta concreta, lo cual conduzca a la creación, modificación o extinción de un derecho o la imposición de una obligación o sanción” 
 
5.2. Así entonces, puede señalarse que el derecho al debido proceso se desprende del principio de legalidad, e implica, en el caso del derecho al debido proceso administrativo, que la Administración se ciña estrictamente en sus actuaciones a los procedimientos establecidos en la ley para garantizar los derechos de los administrados. En sentencia T-455 de 2005, se estableció que del derecho al debido proceso administrativo lleva aparejado las siguientes garantías:
 
“i) la necesidad que la actuación administrativa se surta sin dilaciones injustificadas, ii) de conformidad con el procedimiento previamente definido en las normas, iii) ante la autoridad competente; iv) con pleno respeto de las formas propias de la actuación administrativa previstas en el ordenamiento jurídico; v) en acatamiento del principio de presunción de inocencia; vi) de garantía efectiva de los derechos a ser oídos, a disponer de todas las posibilidades de oposición y defensa en la actuación administrativa, a impugnar las decisiones que contra ellos se profieran, a presentar y a controvertir las pruebas y a solicitar la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso”.
  
En igual sentido, en sentencia T-678 de 2012, la Corte también constató la violación al debido proceso administrativo en un caso en el que la Registraduría Nacional del Estado Civil no había procedido a cancelar un registro civil de nacimiento expedido irregularmente. La Corte indicó que los administrados no tenían que soportar las actuaciones desordenadas o ineficaces de la Administración que conllevaran a la violación de derechos fundamentales, y señaló: “como una de las facetas del derecho al debido proceso administrativo consiste en que la actuación administrativa se surta de conformidad con el procedimiento previamente definido en las normas, y teniendo en cuenta la relevancia jurídica que tiene el registro civil, pues en él se definen todos los aspectos del estado civil de las personas, resulta imperioso que las autoridades públicas se ajusten a las formas establecidas en la ley para consignar o modificar datos de este documento”(…)
 
 6.9. Significa lo anterior que la acción de tutela es procedente para proteger el derecho fundamental a la personalidad jurídica en los eventos en que una persona no puede acceder a la cédula de ciudadanía, ya que la falta de este documento generar consecuencias, como el caso en concreto de la actora, quien manifestó, aun cuando no aportó elementos materiales al respecto, su imposibilidad de acceder a los servicios en salud al no poder presentar su cédula de ciudadanía.
6.10.  De las pruebas allegadas a la demanda de tutela, esta Sala observa las siguientes:
· Escrito de marzo de 2019 dirigido por la actora a la Registraduría Nacional del Estado Civil, sin fecha de recibido, en el que solicitó una explicación por la no expedición del duplicado de su cédula de ciudadanía No. 24.763.177 (Fls. 6 y 7).
· Cédula de ciudadanía No. 24.763.177 a nombre de “MARIA NELI HENAO MUÑOZ” (Fl. 8).

· Primera página de la respuesta de la Registraduría Nacional del Estado Civil de Pereira, con fecha del 18 de marzo de 2019 (Fls. 9).

· Petición  radicada el 9 de abril de 2019 ante la Registraduría Especial del Estado Civil de Pereira tendiente a que se le expidiera a la actora su cédula de ciudadanía, en la que había indicado que aportaba el certificado de la Registraduría del Estado Civil de Sevilla, Valle del Cauca (Fls. 10-13).

·  Respuesta de la Registraduría Especial del Estado Civil Encargada de los dos despachos del 11 de abril de 2019, donde se le informa a la actora la presunta existencia de 3 registro civiles de nacimiento y en la que se la requirió para que aportara las certificaciones de las notarías de Sevilla, Valle, para de ser posible, efectuar el “borrado lógico” (Fls. 14 y 15).
· Escrito radicado el 23 de abril de 2019 en la Resgistraduría Especial del Estado Civil de Pereira, por medio del cual la actora allega el certificado de la Registraduría del Estado Civil de Sevilla Valle del 7 de septiembre de 2018 (Fl. 15).  Certificado de la Registraduría del Estado Civil de Sevilla, Valle del 7 de septiembre de 2018,  en el que consta que revisados los archivos físicos de esa oficina, en donde reposa el protocolo de las notarías de ese municipio, solo se encontró un registro civil a nombre de la señora “MARIA NELI HENAO MUÑOZ” asentado en el tomo 51 folio 286 del 6 de octubre de 1962, del archivo de la Notaría Primera de esa municipalidad (Fl. 16).

·  Respuesta de los registradores especiales del Estado Civil en Pereira del 13 de mayo de 2019, a través de la cual le dan a conocer a la actora que su petición había sido remitida a la oficina del Servicio Nacional de Inscripción  del Registro Civil en Bogotá con el fin de que se realizara el borrado lógico del Registro Civil en el sistema para que solo quedara figurando el serial asentado en el tomo 51 folio 286 del 6 de octubre del año 1962 de la Notaría 1ª de Sevilla Valle del Cauca (Fl. 18).
6.11.  Revisado el material probatorio antes descrito, la Sala observa que el oficio No. 530 emitido por la Oficina Jurídica de Tutelas de la  Registraduría Nacional del Estado Civil, descrito en el acápite de pruebas, fue enviado a la accionante al correo electrónico mdelacruz@defensoria.edu.co (Fl. 29 vuelto), no obstante que la actora había dado a conocer en el escrito introductorio de la demanda que sus datos para las notificaciones son: i) dirección:  manzana 9 casa 7 del barrio Málaga del Parque Industrial de Pereira y ii) celular No. 300-575-3760 y allí mismo consignó: “no tengo correo electrónico” (folio 4), lo que permite inferir que la señora Henao Muñoz no se enteró a tiempo de los requisitos que debe cumplir en aras de que se le expida la cédula de ciudadanía y que fueron explicados en dicha comunicación.   
6.12.  Aclarado lo anterior, se hace necesario mencionar que el Decreto 1260 de 1970 “Por el cual se expide el Estatuto del Registro del Estado Civil de las Personas” señala en su artículo 65 lo siguiente:
“Artículo 65.- Hecha la inscripción de un nacimiento, la oficina central indicará el código o complejo numeral que corresponde al folio dentro del orden de sucesión nacional, con el que marcará el ejemplar de su archivo y del que dará noticia a la oficina local para que lo estampe en el suyo. 

  

La oficina central dispondrá la cancelación de la inscripción, cuando compruebe que la persona objeto de ella ya se encontraba registrada”.   (Subrayas propias)
  

Así mismo, dicha norma en su artículo 92 señala que  “La oficina central, de oficio, o solicitud de parte, podrá ordenar, mediante resolución motivada, la corrección de errores u omisiones en que se haya ocurrido en una inscripción, para ajustarla a la realidad, siempre que aparezcan de manifiesto con la sola lectura de la correspondiente anotación, de los antecedentes que le dieron origen o de los instrumentos que la fundamentan o complementan, y que la corrección no conlleve alteración del estado civil o de sus elementos esenciales.” 

  
6.12. De conformidad con lo relacionado anteriormente, se puede concluir que la Registraduría Nacional del Estado Civil, pese a haber dado respuesta a todas las solicitudes de la accionante, ninguna de ellas resolvió  de fondo su requerimiento, lo que vulneró sus derechos fundamentales al debido proceso administrativo y a la personalidad jurídica al no haber expedido el duplicado de su cédula de ciudadanía, a sabiendas de que la entidad demandada cuenta en sus archivos con los elementos materiales de prueba tales como las huellas digitales de la tutelante, por lo que estaba facultada para anular la inscripción en la Notaría Segunda de Sevilla, Valle del Cauca, y dejar únicamente el registro civil de nacimiento del tomo 51 folio 286 con inscripción en la Notaría Primera de Sevilla, Valle del Cauca, máxime cuando obra en la foliatura la constancia del Registrador del Estado Civil del Valle del Cauca que había sido requerida por la Registraduría Especial del Estado Civil de Pereira, que dice: “Revisados los archivos físicos de esta oficina, donde reposan el protocolo de las dos notarías de este municipio, solo se encontró UN REGISTRO CIVIL A NOMBRE DE LA SEÑORA MARÍA NELI HENAO MUÑOZ, asentado en el tomo 51 folio 286 fecha 06 de octubre de 1962 del archivo de la Notaría  Primaria de este municipio”. 
6.13.  En lo que fue objeto de impugnación, esta Colegiatura advierte que la entidad demandada en la respuesta a la acción de tutela siempre hizo mención que a nombre de la señora “María Neli Henao Muñoz” se encuentran dos registros civiles de nacimiento: i) el  del tomo 51 folio 286 con inscripción en la Notaría Primera de Sevilla, Valle del Cauca y el segundo a nombre de “María Nelly Henao Muñoz” del serial No. 3461365 con inscripción en la Notaría Segunda de Sevilla, Valle del Cauca, pero la actora dentro del término que tenía para impugnar el fallo de primer nivel aportó una copia del registro de nacimiento expedido por la Notaría Segunda de Sevilla, Valle, que tiene un sello de la Registraduría Nacional del Estado Civil que certifica que esa copia es fiel reproducción, y escrito a mano se consignó: “tomo: 18 folio o serial: 3161365” (Fl. 40), por lo que la señora Henao Muñoz solicitó que se corrigiera lo dispuesto en el numeral 3º de la sentencia en el entendido de que el registro civil que se debe anular es el No. 3161365 y no el No. 3461365.
6.14.  Así las cosas, no queda duda que el registro civil de nacimiento de la Notaría Segunda de Sevilla, Valle, a nombre de la señora “MARIA NELLY HENAO MUÑOZ”, es el que debe anular la Registraduría Nacional del Estado Civil; sin embargo, esta Sala no tiene la certeza de cuál es el número correcto del folio o del serial, si el señalado por la entidad accionada (No. 3461365) o el que aparece  en manuscrito (No. 3161365) porque puede ser que el mismo se anotó mal.  De todos modos, esta Colegiatura considera que la decisión del juzgado de primer grado se ajustó a los lineamientos de la Corte Constitucional que hacen referencia a la procedencia de la acción de tutela cuando se vulnera el derecho fundamental a la personalidad jurídica y por lo tanto se confirmará la misma, aclarando el numeral 3º de la providencia en el sentido de que el registro civil a anular es el de la Notaría Segunda de Sevilla, Valle del Cauca, a nombre de la señora “MARIA NELLY HENAO MUÑOZ”, sin que se diga el serial.

DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 2 de octubre de 2019 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora María Neli Henao Muñoz, identificada con la cédula de ciudadanía No. 24.763.177 en contra de la Registraduría Nacional del Estado Civil.
SEGUNDO: ACLARAR el numeral 3º de la providencia estudiada en el sentido de que el registro civil a anular es el de la Notaría Segunda de Sevilla, Valle del Cauca, a nombre de la señora “MARIA NELLY HENAO MUÑOZ”, sin que se diga el serial.  

TERCERO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� “a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta”. Ver Sentencia T-043 de 2013


� Sentencia T-232 de 2018


� Sentencia T-232 de 2018
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